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TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN PRIMERA DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES EN PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA No. 300 DE 2025 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN MEDIDAS PARA EL FORTALECIMIENTO DE LAS VEEDURÍAS CIUDADANAS, PROMOVER EL CONTROL SOCIAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”


El Congreso de Colombia


DECRETA:
	

ARTÍCULO 1. OBJETO. Esta ley tiene por objeto fortalecer las veedurías ciudadanas y consolidar su gestión, así como fortalecer las capacidades de control social en el país, con el fin de contribuir a la transparencia en la gestión pública, la participación incidente de la ciudadanía y la garantía efectiva de los derechos, en especial frente al uso y destinación de los recursos públicos. 

ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 850 de 2003, el cual quedará así:
Artículo 2°. Facultad de Constitución. Todos los ciudadanos en forma plural o a través de organizaciones civiles como: organizaciones comunitarias, profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de utilidad común, no gubernamentales, sin ánimo de lucro y constituidas con arreglo a la ley podrán constituir veedurías ciudadanas. 
Deberá efectuar la inscripción ante la Personería y la Cámara de Comercio del Municipio o distrito en el cual desarrollará su labor, declarando la existencia de posibles conflictos de intereses de sus integrantes.

Parágrafo: Dentro de los seis meses siguientes a la expedición de esta ley, todas las veedurías que actualmente operan deberán proceder a realizar la actualización de la inscripción en los términos señalados en la presente Ley, sin que ello implique costos adicionales a los establecidos para el registro vigente.


ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 850 de 2003, el cual quedará así:
Artículo 3°. Procedimiento. Para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las organizaciones civiles o los ciudadanos, procederán a elegir de una forma democrática a los veedores, luego elaborarán un documento o acta de constitución en la cual conste el nombre de los integrantes, documento de identidad, el objeto de la vigilancia, nivel territorial, duración, correo electrónico y dirección de residencia para comunicaciones y notificaciones.
La inscripción de este documento se realizará ante las personerías municipales o distritales o ante las Cámaras de Comercio, quienes deberán llevar registro público de las veedurías inscritas en su jurisdicción. 
El Registro Único Empresarial y Social (RUES) será la plataforma electrónica para el registro de las veedurías ciudadanas en el país, que tendrá la posibilidad de interoperar con la información remitida por las entidades públicas o privadas ante las cuales se hace el proceso de inscripción. La plataforma electrónica en el RUES, a través de anotaciones electrónicas, permitirá la inscripción, modificación, la renovación y la cancelación de las veedurías ciudadanas de manera ágil y eficiente, fomentando la transparencia, la participación ciudadana en la supervisión de asuntos de interés público y la adopción de tarifas diferenciales que faciliten el registro. En el caso de las comunidades indígenas esta función será asumida por las autoridades propias. 
Las personerías y Cámaras de Comercio de sus correspondientes territorios, deberán proveer herramientas que faciliten el proceso de inscripción a quienes manifiesten un interés por crear veedurías ciudadanas.
Al vencimiento del término de duración de la inscripción, la veeduría ciudadana tendrá un plazo de quince (15) días hábiles para informar a la autoridad competente su intención de renovar o finalizar su registro en el RUES, so pena de registrarse la pérdida de vigencia. Recibida la solicitud, la autoridad competente inmediatamente reportará al RUES la actualización de la vigencia de la veeduría ciudadana.
Parágrafo 1°. Las cámaras de comercio del país, las personerías distritales y municipales, las autoridades indígenas y los consejos comunitarios de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueros, de forma semestral remitirán al RUES la información de la inscripción de veedurías y sus conflictos de interés actualizados. 
Es deber de estas entidades y autoridades, la revisión, verificación y depuración periódica de la información del registro público de veedurías, garantizando que la información sea veraz y actualizada. 
En los territorios donde no exista oficina de la Cámara de Comercio de la jurisdicción correspondiente, las Personerías Municipales deberán hacer el traslado del documento o acta de constitución de la veeduría ciudadana a la Cámara de Comercio respectiva para el registro de su inscripción ante el RUES.
Parágrafo 2°. Las tarifas de inscripción, renovación y cancelación de las veedurías ciudadanas en las Cámaras de Comercio del país, a través de la plataforma electrónica del RUES, tendrán un monto diferenciado que será reglamentado por el Gobierno nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley,  procurando condiciones favorables para las veedurías comunitarias, rurales y de pequeña escala. 
Parágrafo 3°. Las cámaras de comercio del país y las personerías distritales y municipales deben disponer mecanismos para la atención con enfoque diferencial a las autoridades indígenas, campesinas y los consejos comunitarios de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueros al momento del registro de su veeduría, y disponer de mecanismos para la atención y acompañamiento diferencial de veedores de zonas rurales y dispersas, que cuenten con una condición de discapacidad y las veedoras mujeres o personas con identidad de género diversa, con el propósito de garantizar su participación inclusiva. Igualmente contarán con canales de comunicación accesibles para personas con discapacidad sensorial y garantizarán el acceso a formatos en sistema de escritura braille cuando sea el caso.
Parágrafo 4°. No se podrá exigir la constitución de una entidad sin ánimo de lucro como requisito para el registro de las veedurías ciudadanas. El registro de una veeduría ciudadana como entidad sin ánimo de lucro dependerá de la libre decisión de los integrantes de la veeduría respectiva.
Lo anterior no aplica para las redes de veedurías, según lo estipulado en el artículo 21 de la presente Ley.



ARTÍCULO 4. Adiciónese un artículo a la Ley 850 de 2003, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 14A. OTROS PRINCIPIOS. Adicional a los principios contemplados en los artículos anteriores, las veedurías ciudadanas deberán regirse por los principios de oportunidad y solidaridad. 
A. Oportunidad: la actuación de los veedores debe propender por un impacto preventivo de su acción, informando en el momento adecuado a las autoridades competentes de sus hallazgos.
B. Solidaridad: los veedores actúan para las comunidades destinatarias de bienes y servicios públicos, buscando que las autoridades den cumplimiento a sus funciones y garanticen los derechos de la comunidad. Su actuación se centra en el interés general y, con especial énfasis, en el En la protección de poblaciones tradicionalmente marginadas, personas en situación de vulnerabilidad, mujeres, jóvenes, personas mayores, comunidades étnicas, población con discapacidad y en general todos aquellos sectores que enfrentan barreras para el ejercicio pleno de sus derechos
C. Cooperación: En la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, todas las entidades que la conforman colaboran de manera conjunta con el talento humano y sus recursos técnicos, operativos y financieros disponibles, para el logro de los objetivos propuestos.
D. Coordinación: El diseño y ejecución de las políticas, los criterios que se adopten y las líneas de acción que se definan para el fortalecimiento de las veedurías ciudadanas y sus redes, así como las acciones que se emprendan, obedecen a un proceso organizado y concertado entre sus integrantes.
E. Complementariedad: Las Entidades que integran la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas concurren con sus capacidades y sus experiencias específicas, para facilitar la transferencia de conocimientos de acuerdo con sus competencias, garantizando beneficios mutuos hacia el cumplimiento del objeto de la Red.
F. Acción concertada: Las entidades que concurran en el fortalecimiento de las Veedurías Ciudadanas constituirán un todo coherente, orientado a facilitar la labor de estas y sus redes. Esta gestión requiere del desarrollo de estrategias de negociación o diálogo, a efectos de identificar los puntos de acuerdos esenciales y formular y desarrollar estrategias cooperativas.

ARTÍCULO 5. Modifíquese el artículo 17 de la Ley 850 de 2003, el cual quedará redactado así:
ARTÍCULO 17. Derechos de las veedurías:
a)  Acceder a la información completa, incluyendo el ciclo de políticas públicas y las etapas de contratación, relacionada con las políticas, proyectos, programas, contratos, concesiones, recursos presupuestales de carácter público asignados, metas físicas y financieras, procedimientos técnicos y administrativos y los cronogramas de ejecución previstos para los mismos desde el momento de su iniciación. La información entregada debe ser completa, oportuna y en lenguaje claro y accesible para el veedor ciudadano, con excepción de lo establecido en el artículo 24 de la Ley 1437 de 2011 o la norma que lo modifique o adicione.
La información podrá ser entregada en medio magnético o físico de conformidad con los procedimientos internos definidos por cada entidad. No obstante, no se podrá limitar la entrega de la información a los veedores ciudadanos aduciendo costes de reproducción, cuando sea posible la digitalización de la información y de los trámites respectivos. Lo anterior, sin perjuicio de la información que tenga carácter reservada o clasificada por la Constitución o la Ley.
Cuando la información se entregue en formato digital mediante copias escaneadas, la entidad deberá garantizar que los documentos sean íntegros, legibles y claros, utilizando, cuando sea pertinente, tecnologías de reconocimiento óptico de caracteres (OCR) u otros medios que permitan su lectura, búsqueda y análisis por parte de las veedurías ciudadanas, evitando digitalizaciones defectuosas que dificulten o impidan el ejercicio del control ciudadano.
b) Solicitar al funcionario de la entidad pública o privada responsable del programa, contrato o proyecto donde estén involucrados recursos de carácter público - financieros, logísticos, normativos, técnicos - la adopción de los mecanismos correctivos y sancionatorios del caso, cuando en su ejecución no cumpla con las especificaciones correspondientes o se causen graves perjuicios a la comunidad. Para ello, los veedores deben suministrar evidencia o datos concretos que permitan encauzar una investigación.
c) Obtener de los supervisores, interventores, contratistas y de las entidades contratantes, la información que permita conocer los criterios que sustentan la toma de decisiones relativas a la gestión fiscal y administrativa. La información solicitada por las veedurías es de obligatoria respuesta, en los términos y condiciones fijados por la normatividad vigente. 
d) Solicitar y recibir capacitaciones anuales especializadas de parte de las entidades del sector público, según su competencia y especialidad, de conformidad con los lineamientos definidos en la Ley. 
Las Veedurías en las subregiones PDET, especialmente las de comunidades étnicas y rurales, tendrán acceso prioritario a programas de formación presencial y a la información relacionada con control social, así como con proyectos de redes de veedurías que impacten su territorio y derechos colectivos.
e)  Las Instituciones Públicas de Educación Superior, en el marco de su autonomía universitaria y de acuerdo a sus capacidades, podrán conceder descuentos del pago de la matrícula e incentivos para su permanencia en programas relacionados con el ejercicio del control social a la gestión pública, a los miembros de las veedurías debidamente inscritas, con registro vigente y en funcionamiento efectivo por un periodo mínimo de seis (6) meses.
Lo anterior deberá articularse con el Plan Nacional para la formación de veedores para el ejercicio de control social o el instrumento que haga sus veces.
f) Las labores de las veedurías ciudadanas debidamente constituidas y activas podrán ser financiadas mediante el Fondo para la Participación Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democracia, adscrito al Ministerio del Interior, según la reglamentación expedida al respecto. 
También podrán ser financiadas por organizaciones sociales o particulares, o con recursos provenientes de la cooperación internacional, exclusivamente con el fin de impulsar el seguimiento de la ejecución de los recursos públicos en proyectos de interés general, políticas públicas, proyectos estratégicos, entre otros.
g) Los veedores ciudadanos, con nivel de riesgo valorado por la autoridad competente, tienen derecho a que se les brinde y presten mecanismos de protección para su integridad.
h) Acceder de forma libre y gratuita a los medios públicos y comunitarios de comunicación, según los lineamientos que expida el Gobierno nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley. 
i) Los demás que reconozca la Constitución y la ley. 
Parágrafo 1°. Los documentos que deben entregar o expedir los servidores públicos o demás personas o entidades sujetas del control social por las veedurías ciudadanas en ejercicio de su labor de vigilancia y control no causará costo alguno. 
Las peticiones de las veedurías ciudadanas serán resueltas en un término máximo de diez (10) días hábiles. La autoridad podrá solicitar una prórroga por máximo un término de cinco (5) días hábiles adicionales.
Parágrafo 2°. Las entidades públicas y privadas que se nieguen a dar respuesta a las solicitudes de información hechas por las veedurías, serán sancionadas conforme a los artículos 31 y 32 de la Ley 1437 de 2011. 
Parágrafo 3°. Las veedurías ciudadanas podrán obtener servicios de asesoría jurídica y litigio estratégico de interés público por parte de los Consultorios Jurídicos del país.
Los servicios prestados no serán a título personal, sino frente a la labor de la veeduría ciudadana, para lo cual deberá aportarse el certificado de registro de la veeduría ante el RUES. En estos eventos, no será aplicable la limitación por cuantía, pero los servicios no podrán incluir representación judicial. 
Los egresados de las facultades de derecho podrán realizar su judicatura ad-honorem como asistentes de las Veedurías Ciudadanas debidamente registradas y en funcionamiento efectivo, de conformidad con los requisitos y lineamientos establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura.
Parágrafo Transitorio. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente Ley, el Gobierno Nacional reglamentará las presentes disposiciones en coordinación del Ministerio Público, Ministerio de Educación, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la Nación, Personería, y demás autoridades intervinientes.

ARTÍCULO 6. Modifíquese el artículo 18 de la Ley 850 de 2003, el cual quedará redactado así: 
Artículo 18. Deberes de las veedurías. Son deberes de las veedurías: 
a) Actuar conforme a los principios rectores del ejercicio de control social referidos en la presente ley, garantizando el respeto de los derechos fundamentales, la dignidad humana y obrando con transparencia y ética.
b) Recibir informes, observaciones, y sugerencias que presenten los particulares, las comunidades organizadas, las organizaciones civiles y las autoridades, en relación con las obras, programas y actividades objeto de veeduría. 
c) Dar cumplimiento de los lineamientos para la conformación, inscripción, registro y actuación de las veedurías ciudadanas, definidas por la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas. 
Estos lineamientos deben contemplar como mínimo la definición del objeto; la; la conformación e inscripción de la veeduría; la realización de planes de trabajo y criterios de evaluación; la recolección, análisis y elaboración de informes a partir de la información obtenida; y, la comunicación a la ciudadanía y la comunidad.
d) Comunicar a la ciudadanía, a través de informes presentados en asambleas generales o reuniones similares de los habitantes y de las organizaciones de la comunidad y a través de medios digitales, los avances en los procesos de control y vigilancia que estén realizando. 
e) Definir su propio reglamento de funcionamiento y los mecanismos de regulación del comportamiento de sus miembros, de conformidad con los lineamientos definidos por la Constitución y la Ley. 
f) Acatar el régimen de prohibiciones e impedimentos señalados por esta ley. 
g) Inscribirse en el registro de las personerías municipales y distritales o Cámaras de Comercio, de conformidad con el procedimiento y términos para la inscripción, actualización, renovación y finalización de las veedurías contemplado en la presente Ley. 
h) Recibir y cumplir con los lineamientos para las capacitaciones especializadas solicitadas a las entidades del sector público, de conformidad con su competencia y especialidad, en los tiempos establecidos por éstas.
i) Realizar audiencias públicas para rendir informes de control preventivo y posterior ejercido por la veeduría y solicitar información de las entidades oficiales o privadas que ejecuten recursos del Estado o prestan un servicio público. Estos informes deberán ser depositados ante la Cámara de Comercio y la Personería en la cual se encuentre registrada e, igualmente, difundidos a través de la página web o redes sociales de la respectiva veeduría. 
j) Informar a las autoridades y ciudadanía en general mediante rendición de cuentas pública, cada 6 meses, sobre su financiación, la ejecución de los recursos y los resultados de su gestión. También deberán informar en su rendición de cuentas, el trámite que le dan a los posibles conflictos de interés derivados de la financiación que reciben y presentar un informe sobre estos conflictos de interés. Cuando una veeduría reciba financiación pública o privada, deberá emitir un informe semestral detallado de la destinación de los recursos recibidos y un informe final de los hallazgos realizados de sus investigaciones. 
k) Abstenerse de solicitar o recibir financiación, donaciones o cualquier tipo de apoyo económico o en especie de las entidades estatales, órganos, programas o proyectos que sean objeto directo de control por parte de la veeduría, así como de personas naturales o jurídicas que, actuando de mala fe o con intención temeraria busquen obstaculizar, deslegitimar o interferir indebidamente en la ejecución de la obra, proyecto o programa vigilado. En todos los casos, la veeduría deberá rechazar tales aportes y dejar constancia de ello en sus registros internos, con el fin de preservar su independencia, imparcialidad y transparencia. 
l) Reportar de forma inmediata al RUES cualquier cambio o modificación presentada de la veeduría, incluyendo sus integrantes, duración y vigencia, y conflictos de interés.
m) Reportar informes de hallazgos y registro de conflictos de interés a las autoridades competentes para su publicación en el RUES, así como trasladar los informes de hallazgos obtenidos como resultado del ejercicio de control social, cuyo trámite al interior de la entidad será objeto de seguimiento.
Los informes de hallazgos presentados por las veedurías ciudadanas a programas, obras y contratos de las entidades públicas, deben publicarse en la página oficial de la entidad. 
n) Las demás que señalen la Constitución y la ley.

ARTÍCULO 7. Modifíquese el artículo 22 de la Ley 850 de 2003, el cual quedará así: 
Artículo 22. La Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas es una instancia en la que entidades estatales del orden nacional, departamental, distrital o municipal, conectadas entre sí, por un sistema de relaciones a través de acuerdos y cooperación interinstitucional, con competencias y autonomía para definir planes, acciones y recursos, apoyan y articulan a las veedurías ciudadanas y sus redes en el ejercicio del control social a la gestión pública.
La RIAV tendrá como objeto la colaboración a las veedurías ciudadanas y sus redes para el cumplimiento de sus objetivos, mediante la asesoría legal, la promoción de la vigilancia a la gestión pública, el diseño de metodologías evaluativas de dicha gestión, el suministro de información sobre los planes, programas, proyectos y recursos institucionales de la Administración Pública, la capacitación, la promoción a la conformación de veedurías ciudadanas y sus redes, así como al ejercicio de control social, y la evaluación de los logros alcanzados por éstas, entre otras. 
Esta instancia interinstitucional estará compuesta por:
a) En el nivel nacional: Por la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República, la Defensoría del Pueblo, el Ministerio del Interior, el Departamento Administrativo de la Función Pública, el Departamento Nacional de Planeación Escuela Superior Administración Pública.
Así mismo, participará como órgano adscrito al Ministerio del Interior, el Fondo para la Participación Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democracia, o el que haga sus veces.
b) En el nivel territorial: Por las instituciones que en territorio hagan las veces de quienes legalmente conforman la Red del nivel nacional.
Para su efectivo funcionamiento, la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas a nivel nacional se estructurará de la siguiente manera:
a) Coordinación: La coordinación de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas corresponde al Fondo para la Participación y el Fortalecimiento de la Democracia, la cual deberá ser ejercida por el Ministerio del Interior.
b) Secretaría técnica: La Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas designará la entidad que asumirá la Secretaría Técnica por el periodo de un año, de manera automática y rotativa entre sus integrantes.
c) Comité Directivo: La Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas tendrá un Comité Directivo, integrado por el representante legal o delegado del nivel directivo de las entidades que la conforman.
d) Comité Técnico: La Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, se conformará un comité técnico, integrado por lo menos por un funcionario designado por el nominador o directivo que haga parte del comité directivo. Este comité elaborará y presentará el Plan de Acción de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas para aprobación del Comité Directivo, y apoyará su ejecución y evaluación.
PARÁGRAFO 1. Las Redes Territoriales contarán con la misma estructura organizativa que la RIAV del orden nacional. La Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, en su nivel nacional, brindará asesoría y apoyo a las redes institucionales del orden territorial, respetando su autonomía, para la implementación y seguimiento de sus respectivos planes.
Cada red institucional del orden territorial deberá contar con una Secretaría Técnica, designada por las entidades miembros, que actuará como canal de comunicación y coordinación de acciones con la RIAV del nivel nacional.
PARÁGRAFO 2. La Red institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas podrá desarrollar sus funciones de manera articulada con otras entidades que promueven y ejecutan el Plan Nacional de Formación para el Control Social, y otras actividades que correspondan al cumplimiento de sus líneas estratégicas. 
PARÁGRAFO 3. Las entidades que integran la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas podrán coordinar, con organismos públicos, privados y no gubernamentales, nacionales e internacionales, el desarrollo de programas, proyectos y planes, que promuevan el ejercicio del control social a la gestión pública, y realizarán alianzas estratégicas con entidades distintas a las que integran la Red para adelantar sus actividades en cumplimiento del Plan de Acción de cada anualidad.

ARTÍCULO 8. Adiciónese el artículo 22A a la Ley 850 de 2003, el cual quedará así: 
Artículo 22A. Funciones de las instancias de la red institucional de apoyo a las veedurías ciudadanas. Las diferentes instancias coordinadoras, decisorias y ejecutoras de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, de que trata el artículo anterior, cumplirán las siguientes funciones sin perjuicio de las responsabilidades que como integrante de la misma, les ha señalado la Ley 850 de 2003, modificada por la Ley 1757 de 2015: 
a) Organismo coordinador: Corresponde al organismo coordinador de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, el cumplimiento de las siguientes funciones:
1. Promover el cumplimiento de los objetivos de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas y garantizar la armonía en el ejercicio de las funciones de ésta. 
2. Prestar la colaboración pertinente para el funcionamiento de la Red y propender porque las decisiones se tomen de acuerdo con los principios contemplados en el presente reglamento.
3. Difundir las acciones que realiza la Red.
4. Las demás funciones inherentes a la competencia de coordinación.
b) Secretaría técnica: La Secretaría Técnica como órgano de ejecución, organización y planeación de las actividades administrativas de las entidades que por mandato legal operan al interior de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, debe cumplir las siguientes funciones:
1. Convocar, preparar y moderar las reuniones de la RIAV, elaborando acta de registro de dichas reuniones.
2. Hacer seguimiento a los compromisos adquiridos en cada reunión del Comité Técnico, e informar a los miembros del Comité Directivo, para facilitar su gestión de seguimiento.
3. Mantener las bases de datos de los miembros de la Red del nivel central y territorial con la información actualizada semestralmente, que envíen los miembros del Comité Técnico.
4. Administrar y hacer entrega de la documentación que se requiera para las reuniones de la RIAV.
5. Estructurar los informes de gestión anual de la RIAV.
6. Recibir y gestionar las Solicitudes y/o Peticiones realizadas por las Veedurías Ciudadanas, de conformidad con la hoja de ruta diseñada por la RIAV.
7. Recibir y administrar el registro de los planes de acción de la RIAV a nivel territorial y su seguimiento por la autoridad encargada.
8. Prestar apoyo técnico y metodológico a la RIAV en todas las acciones requeridas de conformidad con la hoja de ruta establecida para garantizar su adecuado funcionamiento.
9. Hacer seguimiento de la ejecución eficiente del plan de acción y del presupuesto asignado a la RIAV, dentro de los lineamientos del Plan de Acción.
10.  Las demás, inherentes a la naturaleza de la función de Secretaría Técnica.
c) Comité directivo: Corresponde al comité directivo de la Red institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, las siguientes funciones:
1. Asignar a los integrantes del Comité Técnico de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, teniendo en consideración el perfil de acuerdo con las responsabilidades otorgadas por ley, y asegurar el cumplimiento funcional correspondiente.
2. Aprobar y adoptar el Plan Anual de Acción de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, elaborado por el Comité Técnico.
3. Apoyar y participar en el cumplimiento y seguimiento del Plan de Acción anual de la RIAV, para lo cual deberá agendar reuniones semestrales y/o trimestrales con sus pares.
4. Las demás, inherentes a la naturaleza de la función del Comité Directivo.

d) Comité técnico: El comité técnico de la Red institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, tendrá las siguientes funciones:
1.Elaborar, para aprobación del Comité Directivo, el Plan de Acción anual de la Red, incluyendo su incorporación en los planes institucionales de las entidades miembros.
2. Ejecutar las acciones y cumplir los compromisos establecidos en el Plan de Acción y en las reuniones del Comité Técnico, dentro de los plazos acordados.
3. Mantener y remitir a la Secretaría Técnica la información actualizada sobre miembros, planes de acción y su seguimiento, así como enviar observaciones a las actas en los términos previstos.
4. Desarrollar las demás funciones inherentes a la naturaleza del Comité Técnico.


ARTÍCULO 9. Adiciónese el artículo 22B a la Ley 850 de 2003, el cual quedará así: 
Artículo 22B. Reglamentación y Plan de Acción de la RIAV. La Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas en el nivel nacional será responsable de reglamentar su organización y funcionamiento, así como de adoptar y actualizar su Plan de Acción anual, el cual orientará las actividades de la Red en todos los niveles.
El reglamento deberá definir, como mínimo, la estructura de coordinación y secretaría técnica, el funcionamiento de los comités, la periodicidad y procedimiento de las reuniones, el quórum para deliberar y decidir, y los mecanismos de comunicación y articulación con las redes territoriales.
El Plan de Acción anual, aprobado por el Comité Directivo antes del mes de noviembre de cada vigencia, deberá contener como mínimo las siguientes líneas estratégicas:
1. Organización y funcionamiento: Actividades que garanticen la operatividad de la RIAV a nivel nacional y territorial.
2. Asistencia legal: Acciones de apoyo jurídico a las veedurías y sus redes.
3. Capacitación: Programas de formación para el control social a la gestión pública.
4. Comunicación: Mecanismos para la accesibilidad y difusión de información relevante.
5. Investigación y desarrollo: Estudios y análisis orientados al fortalecimiento del control social.
Parágrafo 1. Una vez aprobado, el Plan de Acción será remitido a las redes territoriales para su articulación, ejecución y seguimiento, respetando su autonomía.

Parágrafo 2. Cada entidad miembro podrá destinar recursos para el cumplimiento del Plan de Acción, incluyendo actividades nacionales y territoriales.

ARTÍCULO 10. Modifíquese el artículo 23 de la Ley 850 de 2003, el cual quedará así:
Artículo 23. Consejo Nacional de Fortalecimiento de las Veedurías Ciudadanas. Créase el Consejo Nacional de Fortalecimiento de las Veedurías Ciudadanas como órgano interinstitucional de carácter consultivo y estratégico, encargado de formular lineamientos y recomendaciones de política pública para el fortalecimiento del ejercicio de control social y el desarrollo de las veedurías ciudadanas en el país. Este Consejo estará integrado por:
a) Un delegado de la Procuraduría General de la Nación,
b) Un delegado de la Contraloría General de la República,
c) Un delegado de la Defensoría del Pueblo,
d) Dos delegados de las redes de veedurías ciudadanas de orden nacional,
e) Dos delegados de las redes de veedurías ciudadanas de orden municipal,
f) Dos delegados de las redes de veedurías ciudadanas constituidas para el seguimiento a la implementación del Acuerdo Final de Paz o en regiones PDET, y
g) Dos delegados de redes no territoriales de veedurías ciudadanas.
Parágrafo 1°. El Consejo promoverá la articulación institucional, la inclusión activa de representantes de comunidades históricamente excluidas y priorizar la participación de las zonas más afectadas por el conflicto armado, especialmente aquellas vinculadas con la implementación del Acuerdo Final de Paz.
Parágrafo 2°. El Consejo, junto con la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, elaborará y publicará un informe anual con recomendaciones de política y análisis regionalizado sobre el estado del control social y el funcionamiento de las veedurías en el país.

ARTÍCULO 11. Adiciónese un parágrafo al artículo 50 de la Ley 1757 de 2015, el cual quedará así: 
Artículo 50. Obligatoriedad de la rendición de cuentas a la ciudadanía. Las autoridades de la administración pública nacional y territorial tienen la obligación de rendir cuentas ante la ciudadanía para informar y explicar la gestión realizada, los resultados de sus planes de acción y el avance en la garantía de derechos. 
La rendición de cuentas incluye acciones para informar oportunamente, en lenguaje comprensible a los ciudadanos y para establecer comunicación y diálogo participativo entre las entidades de la rama ejecutiva, la ciudadanía y sus organizaciones. 
Parágrafo 1. Las entidades y organismos de la Administración Pública tendrán que rendir cuentas en forma permanente a la ciudadanía, en los términos y condiciones previstos en el artículo 78 de la Ley 1474 de 2011. Se exceptúan las empresas industriales y comerciales del Estado y las Sociedades de Economía Mixta que desarrollen actividades comerciales en competencia con el sector privado, nacional o internacional o en mercados regulados, caso en el cual se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a sus actividades económicas y comerciales. 
Parágrafo 2°. El informe de rendición de cuentas que realicen las autoridades de la administración pública nacional y territorial, los entes de control y el Ministerio Público deberá incluir un informe detallado de las distintas respuestas a peticiones que dan a las veedurías y del trámite que se realizó de las mismas. Igualmente, deberán presentar las medidas adoptadas respecto de las recomendaciones allegadas por las veedurías ciudadanas sobre las políticas, planes, programas, proyectos, contratos y obras a su cargo, en caso de que se hubiesen adoptado. En caso de no haber adoptado ninguna medida se deberá especificar las razones. 
Este informe detallado deberá ser presentado a las veedurías ciudadanas en espacios de diálogo, para su respectiva retroalimentación y respuesta por parte de la entidad respectiva.

ARTÍCULO 12. MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LOS VEEDORES CIUDADANOS. Los veedores ciudadanos que presuntamente se encuentren en situación de riesgo podrán ser incluidos en el Programa de Protección de la Unidad Nacional de Protección, siguiendo la reglamentación para la protección de personas en situación de riesgo. Además, podrán acceder a mecanismos de protección necesarios para salvaguardar su seguridad e integridad,  sin perjuicio de las competencias propias de la Unidad Nacional de Protección y la Policía Nacional. 
Para lo anterior, deberán acudir a la Alcaldía municipal o distrital del lugar de la ocurrencia de los hechos con apoyo del Ministerio Público, a fin de que se les pueda brindar la respectiva atención, orientación y acompañamiento, quienes adelantarán el respectivo trámite de urgencia para la valoración y determinación del riesgo ante la Unidad Nacional de Protección o la entidad que haga sus veces. 
En casos de graves amenazas a su vida e integridad personal por desarrollar sus funciones, se les podrá otorgar medidas provisionales de apoyo de reubicación temporal, para su asentamiento en un lugar diferente a la zona de riesgo. La Unidad Nacional de Protección y la Policía Nacional, desarrollarán protocolos y mecanismos para otorgar medidas de protección de forma efectiva a los veedores que son víctimas de hostigamientos, amenazas o riesgos de seguridad que ponen en peligro su vida o su integridad.

ARTÍCULO 13. CAPACITACIONES A LAS VEEDURÍAS CIUDADANAS. La Contraloría General de la República, el Ministerio Público, la Escuela Superior de Administración Pública, el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente y las demás entidades que conforman la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, deben desarrollar capacitaciones periódicas a las veedurías ciudadanas, según sus respectivas competencias y especialidad. Las capacitaciones tendrán en consideración la perspectiva territorial, diferencial y étnica. Dichas capacitaciones podrán ser virtuales o presenciales. 
Las capacitaciones podrán versar, entre otros, en su conformación, presentación de peticiones, presentación de informes de rendición de cuentas, análisis de políticas, programas y proyectos y seguimiento y revisión de contratos y recursos públicos. 
Las entidades públicas podrán realizar capacitaciones técnicas a las veedurías registradas para hacer seguimiento de las políticas, programas, proyectos y contratos de su competencia. Estas capacitaciones versarán sobre la política, programa, proyecto y/o contrato respectivo. 

Parágrafo 1°. Las Cámaras de Comercio de la jurisdicción territorial respectiva, en el marco de sus funciones y especialidad, estarán encargadas de diseñar, implementar y ejecutar programas de capacitación dirigidos a fortalecer las capacidades técnicas, jurídicas y operativas de las veedurías ciudadanas. Las capacitaciones diseñadas por las Cámaras de Comercio se centrarán en áreas fundamentales como el conocimiento de la normativa vigente, la implementación de mecanismos de control y seguimiento, la ética en el ejercicio de la veeduría, así como el fortalecimiento de habilidades en el manejo de información relevante para la detección de posibles irregularidades en la gestión de recursos públicos y privados. 

Parágrafo 2°. El Ministerio Público realizará capacitaciones a los funcionarios públicos acerca de la importancia de la labor de las veedurías ciudadanas y los términos y estándares constitucionales para otorgar una respuesta de los requerimientos, peticiones, denuncias e informes. 

Parágrafo 3°. Las capacitaciones contempladas en el presente artículo, podrán también ser otorgadas a las diferentes modalidades de control social contempladas en el artículo 63 de la Ley 1757 de 2015. 

Parágrafo 4°. El Ministerio de Educación Nacional y El Ministerio de Trabajo podrán establecer mecanismos y programas destinados a la capacitación de los veedores ciudadanos. 

Parágrafo 5. La Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación realizarán capacitaciones en acciones constitucionales y su interposición a las veedurías ciudadanas.

ARTÍCULO 14. Modifíquese el artículo 19 de la Ley 850 de 2003, el cual quedará así: 
Artículo 19. Impedimentos para ser veedor: 
a) Cuando quienes aspiren a ser veedores sean contratistas, interventores, proveedores o trabajadores adscritos a la obra, contrato o programa objeto de veeduría o tengan algún interés patrimonial directo o indirecto en la ejecución de las mismas. 
Tampoco podrán ser veedores quienes hayan laborado dentro del año anterior en la obra, contrato o programa objeto de veeduría. 
b) Quienes estén vinculados por matrimonio, unión permanente o parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil con el contratista, interventor, supervisor, proveedor o trabajadores adscritos a la obra, contrato o programa, así como a los servidores públicos que tengan la participación directa o indirecta en la ejecución de los mismos. 
c) Cuando sean trabajadores o funcionarios públicos, municipales, departamentales o nacionales, cuyas funciones estén relacionadas con la obra, contrato o programa sobre el cual se ejercen veeduría. 
En ningún caso podrán ser veedores los ediles, concejales, diputados, y Congresistas. 
d) Quienes tengan vínculos contractuales, extracontractuales, reciban financiación o participen en organismos de gestión de la ONG, gremio o asociación comprometidos en el proceso objeto de la veeduría. 
e) En el caso de organizaciones, haber sido cancelada o suspendida su inscripción en el registro público. En caso de personas naturales haber sido condenado penal o disciplinariamente, salvo por los delitos políticos o culposos, y en el caso de los servidores públicos ser sancionado con destitución. 
f) Recibir financiación privada por parte de personas naturales o jurídicas vinculadas directa o indirectamente a la obra, contrato o programa sobre el cual se ejerce veeduría. 
Parágrafo. Las veedurías deberán presentar anualmente un informe de sus impedimentos y conflictos de interés, en el desarrollo de su labor como veedores ciudadanos. Los impedimentos y conflictos de interés, deberán ser publicados al momento del registro de la veeduría, un informe anual de registro de conflictos actualizado y un informe cada vez que haya un cambio de la situación de interés privado.

ARTÍCULO 15. Modifíquese el artículo 96 de la Ley 1757 de 2015, el cual quedará así: 
Artículo 96. El fondo para la participación ciudadana y el fortalecimiento de la democracia. Este Fondo será una cuenta adscrita al Ministerio del Interior sin personería jurídica ni planta de personal propia, el cual deberá regirse por la Ley 80 de 1993 y sus normas complementarias,  cuyos recursos se destinarán a la financiación o cofinanciación de planes, programas y proyectos de formación para la participación ciudadana o de participación ciudadana, así como la financiación o cofinanciación de insumos, estímulos e incentivos para fortalecer el ejercicio de las veedurías ciudadanas. 
Parágrafo 1°. Los planes, programas y proyectos financiados o cofinanciados por el Fondo podrán ser ejecutados por el Ministerio del Interior o mediante contratos o convenios con entidades de derecho público. Toda contratación que se realice con cargo al Fondo para la Participación Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democracia deberá ser publicada en el portal SECOP, o en el sitio web oficial que lo reemplace o cumpla funciones equivalentes.  
Parágrafo 2°. La participación del Fondo en la financiación o cofinanciación de planes, programas y proyectos de participación ciudadana, no exime a las autoridades públicas del nivel nacional, departamental, municipal y distrital, de cumplir con sus obligaciones constitucionales y legales en la promoción y garantía del derecho a la participación ciudadana en sus respectivas jurisdicciones. 
Parágrafo 3°. La dirección, administración y ordenación del gasto del Fondo estará a cargo del Ministro del Interior o de quien éste delegue. 
Parágrafo 4°. El Fondo deberá realizar un informe dos veces al año al Consejo Nacional de Participación Ciudadana, a los entes de control y a las entidades que conforman la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas donde incluya el reporte de sus actividades, prioridades y ejecución del presupuesto, con un informe especial respecto de los proyectos de las veedurías ciudadanas. Dicho informe, deberá estar publicado y al alcance de los diferentes actores sociales, en la página web del Ministerio del Interior.
Parágrafo 5°. Los entes de control harán especial seguimiento y vigilancia de la destinación y ejecución de los recursos públicos del presente Fondo, con énfasis a la adecuada utilización de los insumos, incentivos y estímulos a las veedurías ciudadanas. 
Parágrafo Transitorio. El Ministerio del Interior, dentro de los seis (6) meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, reglamentará el procedimiento y condiciones para acceder a los insumos, incentivos y estímulos, mediante la presentación de proyectos por parte de las veedurías ciudadanas debidamente registradas y en funcionamiento efectivo y comprobado, incorporando acciones concretas para la asistencia y acompañamiento técnico para las veedurías rurales y de territorios dispersos, así como aquellas que ejercen control social a los recursos destinados a la implementación del Acuerdo de Paz. Los integrantes de la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas acompañarán el proceso de reglamentación, implementación y evaluación de esta normatividad.

ARTÍCULO 16. PROMOCIÓN DEL CONTROL SOCIAL DE OTROS ACTORES. El Gobierno Nacional, en el término de doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley, establecerá una política de promoción de los derechos de los otros actores de control social, establecidos en el artículo 63 de la Ley 1757 de 2015, de conformidad con las disposiciones contempladas en la presente Ley para las veedurías ciudadanas. 
Los periodistas adscritos a un medio de comunicación debidamente registrado, serán considerados como actores de control social cuando realizan labor de control a la gestión de los poderes públicos.
Parágrafo. Las peticiones de los periodistas descritos en este artículo serán resueltas en un término máximo de diez (10) días hábiles. La autoridad podrá solicitar una prórroga por máximo un término de cinco (5) días hábiles adicionales.

ARTÍCULO 17. VIGILANCIA Y SEGUIMIENTO. El Ministerio Público, en coordinación con las entidades pertenecientes a la Red Institucional de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, realizará el seguimiento y vigilancia de la implementación de la presente ley.

ARTÍCULO 18. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones contrarias.


En los anteriores términos fue aprobado con modificaciones en primer debate el presente Proyecto de Ley Estatutaria, según consta en el acta 24 de sesión del 18 de noviembre de 2025; así mismo fue anunciado el día 12 de noviembre de 2025, según consta en el acta 23 de sesión de esa misma fecha.
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